HABEAS CORPUS – Niega / SOLICITUD DE LIBERTAD PROVISIONAL POR VENCIMIENTO DE TÉRMINOS / OMISIÓN EN LA INTERPOSICIÓN DE RECURSOS ORDINARIOS

El señor [W.N.G.], quien enfrenta una investigación criminal por el delito de homicidio en persona protegida y secuestro extorsivo, se encuentra bajo medida de aseguramiento de detención preventiva en el centro carcelario y penitenciario “La Modelo” de Bucaramanga, solicitó a través de este instrumento constitucional que se le conceda la libertad provisional con fundamento en el vencimiento de términos de acuerdo con lo previsto en el artículo 365 numeral 5° de la Ley 600 de 2000 (…) [L]a garantía fundamental del debido proceso, en su vertiente del juez natural, impone que en condiciones de normalidad todo lo relativo a la libertad de las personas involucradas en una investigación criminal se canalice a través de los jueces ordinarios y no del juez constitucional. (…) [L]a existencia de decisión denegatoria ante la solicitud de libertad por vencimiento de términos que elevó el actor ante el Juez Penal del Circuito Especializado de Santa Rosa de Viterbo, y que se sustentó en normativa a la que allí se aludió, para concluir que el término previsto en el numeral 5° del artículo 365 de la Ley 906 de 2000 no estaba vencido y, además, la procedencia de los recursos de reposición y de apelación para cuestionarla, según lo informado en el numeral primero de dicho auto, desplazan la intervención del juez constitucional para emitir pronunciamiento sobre la privación de la libertad, máxime si se aprecia que tales recursos no los ejercitó el peticionario. (…) [C]omoquiera que el accionante evitó de manera deliberada la interposición de los recursos procedentes ante la negativa que obtuvo del juez de la causa para que el superior de éste revisara si la decisión que negó la solicitud de vencimiento de términos era ajustada a las normas invocadas, este mecanismo resulta improcedente, pues no puede constituirse en un control de las providencias adoptadas en el curso de un proceso penal. (…) [E]l Despacho concluye que la decisión proferida por el Tribunal Administrativo de Santander, en cuanto concluyó que al juez constitucional no le es dable abrogarse competencia del juez natural del procesado para decidir sobre su libertad, se ajusta al ordenamiento jurídico.
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Radicación número: 68001-23-33-000-2016-00244-01(HC)
Actor: WILLIAM NIETO GUTIÉRREZ
Demandado: JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE SANTA ROSA DE VITERBO Y OTRO
El Despacho resuelve el recurso de apelación formulado por el solicitante contra la providencia del 1° de marzo del año en curso, proferida por el Tribunal Administrativo de Santander. 

I.- LA SOLICITUD

El accionante indicó que en su condición de sindicado en el proceso radicado bajo el N° 156933107001-2015-00026 el 2 de febrero de 2016 solicitó ante el JUZGADO ÚNICO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE SANTA ROSA DE VITERBO, que se accediera a otorgarle la libertad provisional porque a su juicio había operado el vencimiento de términos para la celebración de la audiencia pública, atendiendo a que ya transcurrieron más de seis (6) meses desde la ejecutoria de la resolución de acusación.

Alude el peticionario que tal solicitud le fue negada por el juez bajo el argumento que según el artículo 21 del C.P.P., modificado por la Ley 1142 de 2007 artículo 46 “[…] En los procesos que conocen los jueces penales del circuito especializado, para que proceda la libertad provisional, los términos previstos en los numerales 4 y 5 del artículo 365 de la Ley 600, se duplicarán […]”.

Indicó que la razón por la que interpone esta acción constitucional obedece a que el auto del 11 de febrero de 2016, le notificó que no le concedía la libertad provisional, por vencimiento de términos.

Asegura el interno que la decisión del juez no “es entendible” pues el artículo 21 del capítulo IV Transitorio de la ley 600 de 2000, no menciona que los términos se duplicarán. En ese orden de ideas, considera que se le está vulnerando la aplicación del artículo 365 numeral 4º de la Ley 600 de 2000, al no otorgarle la libertad provisional.

II.- CONTESTACIONES

EPMSC - BUCARAMANGA

Indicó el asesor jurídico del establecimiento penitenciario mediante escrito visible al folio 19 del expediente, que el interno NIETO GUTIÉRREZ WILLIAM fue capturado el día 7 de mayo de 2015 y se encuentra recluido en ese establecimiento desde el 13 de mayo de 2015 a órdenes del JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE SANTA ROSA DE VITERBO (Boyacá) en calidad de “sindicado” en la etapa juzgamiento. 

Que el juicio que se adelanta en su contra es por el delito de “homicidio en persona protegida” y “secuestro extorsivo” dentro del proceso N° 2015 - 0026, según boleta de detención N° 0567 del 7 de mayo de 2015, por medio de la cual se le solicitó la detención del señor Nieto Gutiérrez.

Con esta respuesta acompañó cartilla biográfica y boleta de detención, visibles a los folios 19 vto. y 20 del expediente.

JUZGADO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE SANTA ROSA DE VITERBO 

El Juez titular de ese Despacho en el informe rendido,
 afirmó que adelanta proceso radicado bajo el N° 156933107001-2015-00026 contra WILLIAM NIETO y MARCO FIDEL RAMÍREZ MARTÍNEZ, por los punibles de “homicidio en persona protegida y otros”, proceso tramitado bajo la Ley 600 de 2000. Que el proceso consta de nueve (9) cuadernos originales, con aproximadamente 300 folios, lo que le dificulta allegar copia del mismo para integrar al trámite de la solicitud.

Informó que el proceso se refiere a hechos ocurridos en el municipio de Chiscas el 2 de mayo de 2003, respecto de los cuales la Fiscalía Especializada de Santa Rosa de Viterbo profirió resolución de acusación en contra del sindicado, el 31 de marzo de 2015. Que esta decisión que fue apelada y al resolverse fue confirmada por auto del 4 de agosto de 2015.

Que ejecutoriada la resolución de acusación, el proceso fue enviado a su Despacho para la etapa de juicio. Que avocó  conocimiento de tales diligencias mediante auto del 31 de agosto del mismo año y luego de surtido el traslado del artículo 400 del Código de Procedimiento Penal (Ley 600), con auto del 28 de septiembre señaló el 20 de octubre de 2015, a las 9:00 a.m. como fecha para adelantar la audiencia preparatoria. 

Que por petición elevada el 16 de octubre de 2015, por parte del defensor público del procesado, accedió a aplazar la audiencia y señaló nueva fecha para el 10 de diciembre de 2015.

Con posterioridad, el 9 de diciembre de 2015, recibió oficio de la Cárcel Modelo de Bucaramanga donde se le informó que no era posible la remisión del interno para la audiencia programada por: i) “falta de factor humano”, ii) averías en el parque automotor y iii) falta de presupuesto para remisiones intermunicipales.

Ese mismo día - 9 de diciembre de 2015 – señaló mediante auto una nueva fecha para la celebración de la audiencia, la que quedó fijada para el 21 de enero de 2016, pero bajo idénticas circunstancia el establecimiento carcelario informó de la imposibilidad de cumplir con la remisión del interno.

Ante tales circunstancias, por auto del 21 de enero de 2016 fijó fecha para adelantar la audiencia preparatoria para el 11 de febrero, a efectos de realizar de manera virtual la diligencia, la cual se pudo adelantar en el día y horas señaladas, y éste el actual estado del proceso.

Que en esa diligencia se señaló la hora de las 9:30 de la mañana del 7 de marzo de 2016, como fecha para para llevar a cabo diligencia de audiencia pública.

Agregó que el actor presentó solicitud de libertad provisional por vencimiento de términos, la cual fue resuelta negativamente el 11 de febrero de 2016.

III.- DECISIÓN APELADA

Corresponde a la providencia dictada el 1° de marzo del año en curso por el magistrado ponente del Tribunal Administrativo de Santander por la cual denegó por improcedente el amparo constitucional de habeas corpus invocado por el actor.

Consideró como fundamento de su decisión que del artículo 30
 de la Constitución Política, se desprenden dos circunstancias que logran por vía del habeas corpus la protección del derecho fundamental a la libertad física, los cuales comprenden: a) La privación ilegal de la libertad, esto es, la detención de una persona con la pretermisión de las garantías constitucionales y legales, y b) la prolongación ilegal de la privación de la libertad, que se presenta cuando el inculpado, habiendo cumplido la totalidad de su condena, se mantiene retenido en un establecimiento carcelario sin título legal, por ejemplo, sin condena por cumplir.

Indicó que aún en el evento en el que se observe el vencimiento de los términos previstos como causal de libertad en la normatividad pertinente, la acción de habeas corpus no es el mecanismo judicial idóneo para acceder a este beneficio, pues esta acción sólo faculta al juez de conocimiento para conceder la libertad inmediata de una persona, cuando se advierta que se encuentra privada de su libertad ilegalmente o se haya prolongado ilegalmente la privación de su libertad.
Es decir, que la competencia del juez constitucional de habeas corpus está delimitada a establecer si la detención de una determinada persona carece de título legal, en tanto se encuentre retenida sin una orden judicial debidamente ejecutoriada, o la privación de su libertad se hubiere prolongado ilegalmente.

Que este último evento se configura cuando: i) la pena privativa de la libertad se hubiere cumplido a cabalidad y subsista la retención del condenado y ii) cuando se presenta alguna causal de terminación del proceso penal y ésta es declarada por el funcionario judicial competente mediante providencia debidamente ejecutoriada y no se le otorga la libertad inmediata al sindicado.

Bajo esta explicación consideró que en el caso bajo estudio no se estructura como causal de procedencia del habeas corpus, ninguna de las señaladas anteriormente, pues se acreditó que el accionante está privado de su libertad por cuenta de una medida de aseguramiento y, se encuentra recluido a órdenes del Juzgado Penal del Circuito Especializado de Santa Rosa de Viterbo (Boyacá), en la Cárcel Modelo de Bucaramanga mediante Boleta de detención N° 0567 del 7 de mayo de 2015.

De esta manera concluyó que al existir un título legal que respalda la privación de la libertad del accionante - medida de aseguramiento -, decisión que se encuentra en firme no se le está prolongando ilegalmente la privación de su libertad.

Además, señaló que no se ha decretado su terminación por alguna de las causales legales.

Le indicó al actor con fundamento en abundante jurisprudencia, que las solicitudes de libertad invocadas por quienes están privados de ella, deben tramitarse y decidirse al interior del proceso y no a través de la acción de habeas corpus, pues ésta se encuentra prevista en la Carta Política para eventos en los que se vulnere de manera clara y ostensible la garantía al derecho fundamental a la libertad.

Concluyó,  basado en dichas consideraciones, que no es dable al juez constitucional arrogarse la competencia del juez natural del procesado, para decidir sobre su libertad, cuando ésta se invoca bajo argumentos que deben debatirse en uso de los recursos ordinarios que el legislador ha previsto para tal fin y de los cuales, para el caso completo, el actor ya agotó.

Bajo esta argumentación y ante la ausencia de privación ilegal de la libertad o de prolongación indebida de la misma, el amparo invocado se declaró improcedente.

Por último, advirtió el ponente que prescindió de la entrevista personal con el accionante de que trata el artículo 5 de la ley 1095 de 2006, por cuanto se consideró que el material probatorio recaudado en el proceso ofrecía la información necesaria para proferir la decisión.

IV.- APELACIÓN

Notificado el accionante de la referida decisión, formuló por escrito radicado al folio 38 a 41 del expediente recursos de apelación, por medio del cual reiteró los fundamentos de su solicitud.

En cuanto a los argumentos de la providencia  señaló que el juez se alejó del punto objeto de controversia, que dice radica en que “… desde la fecha de la presentación de la solicitud de libertad por vencimiento de términos (febrero 02 - 2016) y hasta la presentación de la acción de habeas corpus (febrero 29 - 2016) …” existe y continúa existiendo violación de su derecho a la libertad.

Alega que su petición no ha sido desatada prontamente y refiere que ninguna incidencia puede tener “la Ley 1142, arts 21 y 46 de 2007”, para duplicar los términos.

Con base en lo anterior, solicitó revocar el pronunciamiento apelado, para en su lugar declarar procedente el amparo y concederle de manera inmediata su libertad, con la consecuente emisión de la “boleta de excarcelación” ante las autoridades competentes.

CONSIDERACIONES

1.- Generalidades del Habeas Corpus
El derecho fundamental a la libertad, de aplicación inmediata como cualquier otro derecho de la misma estirpe, se consagró en el artículo 28 de la Constitución Política de 1991. En este se proclamó que la libertad es inherente a la condición humana y que por lo mismo a todas las personas naturales se les debe respetar el derecho a no ser molestados, ni su domicilio registrado, como tampoco ser privados de la libertad de locomoción mediante arresto o reclusión en centro carcelario “sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con las formalidades legales y por motivo previamente definido en la ley.”.

Si bien el derecho a la libertad es de carácter fundamental, con una relación innegablemente estrecha con postulados esenciales como el principio de legalidad y el debido proceso, el constituyente dispuso que su protección no se surtiera bajo la acción de tutela, adoptada para la garantía y defensa de los derechos fundamentales. Para tal fin estableció el Habeas Corpus, concebido en el artículo 30 Superior en los siguientes términos:

“Artículo 30.- Quien estuviere privado de su libertad, y creyere estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial, en todo tiempo, por sí o por interpuesta persona, el Habeas Corpus, el cual debe resolverse en el término de treinta y seis horas.”

Este instrumento acogido por el constituyente, asumió un mecanismo constitucional más expedito que la acción de tutela para garantizar la defensa del derecho fundamental a la libertad cuando la persona objeto de la privación de la misma considere que ello acaeció en forma ilegal. Además, prescribió una especie de competencia universal en todos los operadores judiciales  - con precisiones que no viene al caso hacer en esta providencia -, y que el conocimiento de la acción procede en todo momento, igualmente señaló que la decisión, en primera instancia, debe proveerse en el término perentorio e improrrogable de 36 horas, las cuales cuentan sin interrupción alguna dada la urgente necesidad de determinar si el interesado está injustamente privado de la libertad y que, por ello, es preciso ordenar que cese inmediatamente la medida.

El Congreso de la República, a través de la Ley Estatutaria 1095 de 2 de noviembre de 2006, reglamentó la acción constitucional de Habeas Corpus, norma que en su artículo 1º definió las dos circunstancias por las cuales procede ese instrumento por violación del derecho fundamental a la libertad, a saber: 

“El Habeas Corpus es un derecho fundamental y, a la vez, una acción constitucional que tutela la libertad personal cuando alguien es privado de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales, o esta se prolongue ilegalmente. Esta acción únicamente podrá invocarse o incoarse por una sola vez y para su decisión se aplicará el principio pro homine.

El Habeas Corpus no se suspenderá, aun en los Estados de Excepción.”

Conforme a lo anterior, el derecho fundamental a la libertad puede protegerse mediante el habeas corpus ante alguna de las siguientes situaciones: i) cuando la persona privada de la libertad fue objeto de esa medida con violación de las garantías constitucionales y legales, esto es, que su detención no se ajustó al marco jurídico que regula la materia y que, por tanto, se puede calificar de ilegal o injusta; y ii) cuando a pesar de haberse ordenado legalmente la detención de la persona imputada, se ha configurado con posterioridad a ello o en el curso del respectivo proceso una causal legal que le permite recuperar la libertad, que no se otorga ni se hace efectiva por la autoridad competente, con lo cual se materializa la prolongación injusta de la reclusión en centro carcelario.

Empero, el dispositivo constitucional sub examine no es el único instrumento jurídico establecido para intentar recuperar la libertad. Dentro del proceso ordinario existen igualmente mecanismos para que la autoridad competente examine la situación jurídica del imputado y decida si su privación ocurrió en forma ilegal o si esa situación se está prolongando en el tiempo de manera injusta por haberse configurado alguna causal para dejarlo en libertad. Es precisamente lo que ocurre con el artículo 317 de la Ley 906 de 31 de agosto de 2004 “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal.”, recientemente modificado por la Ley 1760 del 6 de julio de 2015, que consagra las causales que se pueden invocar ante el juez de control de garantías para recobrar ese derecho fundamental, cuya decisión puede ser objeto del recurso de apelación.

Lo dicho hasta el momento pone de presente que en torno a la protección del derecho fundamental a la libertad de las personas detenidas en centros carcelarios coexisten los mecanismos procesales inherentes al proceso ordinario, de conocimiento del juez de control de garantías, y la acción constitucional de Habeas Corpus a cargo de un juez constitucional. 

Con todo, la coexistencia de los mecanismos propios del proceso ordinario y el de orden constitucional no ha llevado a predicar, en principio, que la persona afectada con la medida restrictiva está en completa libertad de escoger y activar el instrumento que más le agrade o que más se avenga a sus necesidades legales. En ello existe una suerte de subordinación del dispositivo constitucional al legal, según la cual bajo circunstancias de normalidad funcional de la Rama Judicial del poder público el interesado debe canalizar sus peticiones a través del proceso ordinario, y para ello debe dirigirse al juez de control de garantías competente para que examine su situación y decida si debe ser puesto en libertad o no, providencia contra la cual puede formular los recursos legales. Al efecto se ha dicho:

“La coexistencia del juez natural de la causa penal y del juez constitucional del Habeas Corpus ha llevado a indagar si entre ambos puede predicarse una especie de paralelismo judicial, como si a discreción del sindicado quedara la escogencia del juez - ordinario o constitucional -, que debe resolver si su detención o la continuidad de esa medida, estuvieron ajustadas al ordenamiento constitucional y legal.

La respuesta a dicho problema jurídico se ha inclinado por la imposibilidad de ese paralelismo. La jurisprudencia, tanto de la Corte Suprema de Justicia, como del propio Consejo de Estado, ha sido contundente en sostener que lo propio es que el interesado acuda ante el juez de la causa penal y le solicite su libertad con fundamento en los supuestos de hecho y de derecho que considere dan pie a recuperar su libertad.”

Y así ha de ser, puesto que el juez constitucional del Habeas Corpus no se concibió para arrebatarle ni suplantar en sus funciones al juez penal de control de garantías. Su intervención solamente debe ocurrir de manera excepcional, cuando las circunstancias del caso lleven a concluir que su mediación es necesaria debido a factores extraordinarios que, Vr. Gr., impidan el normal funcionamiento del servicio de administración de justicia.

2.- Caso concreto

El señor WILLIAM NIETO GUTIERREZ, quien enfrenta una investigación criminal por el delito de homicidio en persona protegida y secuestro extorsivo, se encuentra bajo medida de aseguramiento de detención preventiva en el centro carcelario y penitenciario “La Modelo” de Bucaramanga, solicitó a través de este instrumento constitucional que se le conceda la libertad provisional con fundamento en el vencimiento de términos de acuerdo con lo previsto en el artículo 365 numeral 5° de la Ley 600 de 2000, que expresa:

“ARTICULO 365. CAUSALES. <Para los delitos cometidos con posterioridad al 1o. de enero de 2005 rige la Ley 906 de 2004, con sujeción al proceso de implementación establecido en su Artículo 528> Además de lo establecido en otras disposiciones, el sindicado tendrá derecho a la libertad provisional garantizada mediante caución prendaria en los siguientes casos:

[…] 5. Cuando hayan transcurrido más de seis (6) meses contados a partir de la ejecutoria de la resolución de acusación, sin que se hubiere celebrado la correspondiente audiencia pública salvo que se hubieren decretado pruebas en el exterior o se esté a la espera de su traslado, caso en el cual, el término se entiende ampliado hasta en seis (6) meses.

<Aparte subrayado CONDICIONALMENTE exequible> No habrá lugar a la libertad provisional cuando la audiencia se hubiere iniciado, y ésta se encuentre suspendida por causa justa o razonable o cuando habiéndose fijado fecha para la celebración de la misma, no se hubiere podido realizar por causa atribuible al sindicado o a su defensor. […]”

Señaló el actor que en su caso se ha configurado la causal 5ª de la anterior norma porque desde la fecha de la ejecutoria de la resolución de acusación, han transcurrido más de seis (6) meses sin que se haya celebrado la audiencia pública.

Y que pesar de que pidió su libertad ante el juez competente, le fue negada bajo el argumento “inentendible” que en el asunto seguido en su contra, los términos se duplican.

El funcionario judicial que dio respuesta, al Habeas Corpus afirmó que el señor WILLIAM NIETO GUTIERREZ elevó solicitud de libertad provisional bajo el argumento del vencimiento de términos, pero que la misma le fue negada con fundamento en la siguiente explicación:

“[…] La resolución de acusación proferida dentro de la presente causa, en contra de WILLIAN NIETO GUTIERREZ y OTRO, por Homicidio en persona protegida y otros delitos, cobró ejecutoria el día 4 de agosto de 2015, día en que fue desatado el recurso de apelación que fue interpuesto contra la misma.

Efectivamente a la presente fecha aún no se ha podido llevar a cabo la diligencia de audiencia pública, porque se encuentra señalada fecha para la audiencia preparatoria, luego de haberse fijado en varias oportunidades, en razón a que el INPEC no realizó la remisión de los procesados, lo que obligó al Despachoa echar mano de los recursos tecnológicos creados en desarrollo de la ley 906 y realizarla en forma virtual.

Además de lo anterior, en la presente decisión debemos tener en cuenta el Artículo 15
 transitorio del Código de Procedimiento penal que indica: “En los procesos que conocen los jueces penales de circuito especializados, para que proceda la libertad provisional, los términos previstos en los numerales 4 y 5 del artículo 365 de este código se duplicaran”; norma vigente y aplicable a este proceso de conformidad con el artículo 21
 transitorio del Código de Procedimiento Penal modificado por la Ley 1142 de 2007, artículo 46.

En el presente caso la acusación se presentó por delitos de homicidio en persona protegida, secuestro simple agravado, tortura en persona protegida, desplazamiento forzado y concierto para delinquir, por ende el término contemplado en el Art. 365 del código de Procedimiento Penal de 6 meses, se duplica, es decir para poder tener derecho a la libertad provisional deben transcurrir 12 meses, los cuales a la fecha solo han pasado 6 meses desde el 4 de agosto de 2015.”

Este Despacho, tal como lo precisó al referirse a las generalidades de la acción de Habeas Corpus, reitera que la garantía fundamental del debido proceso, en su vertiente del juez natural, impone que en condiciones de normalidad todo lo relativo a la libertad de las personas involucradas en una investigación criminal se canalice a través de los jueces ordinarios y no del juez constitucional. 

Si bien el juez constitucional del Habeas Corpus tiene la trascendental misión de resguardar el derecho fundamental de la libertad personal cuando esta se ve afectada porque la detención se produce a espaldas de la Constitución y la ley, o porque sobrevienen hechos que justifican poner inmediatamente en libertad al imputado, su campo de actuación no llega al extremo de desplazar en el ejercicio de sus funciones al juez de control de garantías, quien es en la actualidad el funcionario encargado de establecer si debe cesar o no la medida cautelar recaída en el indiciado, cuyas decisiones admiten la posibilidad de ser recurridas ante el superior funcional para que las examine y provea conforme a derecho. 

Por tanto, la existencia de decisión
 denegatoria ante la solicitud de libertad por vencimiento de términos que elevó el actor ante el Juez Penal del Circuito Especializado de Santa Rosa de Viterbo, y que se sustentó en  normativa a la que allí se aludió, para concluir que el término previsto en el numeral 5° del artículo 365 de la Ley 906 de 2000 no estaba vencido y, además, la procedencia de los recursos de reposición y de apelación para cuestionarla, según lo informado en el numeral primero de dicho auto, desplazan la intervención del juez constitucional para emitir pronunciamiento sobre la privación de la libertad, máxime si se aprecia que tales recursos no los ejercitó el peticionario.

Contrario a ello, el actor optó por adelantar este mecanismo de orden constitucional, cuando lo procedente era que agotara los recursos informados por el juez de la causa para recurrir tal decisión, a efectos de que el ad quem resolviera los argumentos de su oposición, los que ahora pretende poner en conocimiento del juez constitucional a efectos de conferirle o no certeza a tal decisión y, que justifica al reprochar en esta solicitud que no “entiende” la decisión adoptada, en la medida en que el artículo 21 del capítulo transitorio de la Ley 600 de 2000, “no menciona que los términos se duplicaran”.

Entonces, lo correcto, conforme al esquema jurídico colombiano era que este estudio lo adelantara el juez ordinario y no el constitucional, y establecer vía el examen de los recursos procedentes contra la decisión del 11 de febrero de 2016, si el sindicado está siendo objeto de una prolongación injusta de la privación de la libertad. 

Así, comoquiera que el accionante evitó de manera deliberada la interposición de los recursos procedentes ante la negativa que obtuvo del juez de la causa para que el superior de éste revisara si la decisión que negó la solicitud de vencimiento de términos, era ajustada a las normas invocadas, este mecanismo resulta improcedente, pues no puede constituirse en un control de las providencias adoptadas en el curso de un proceso penal.

Al respecto es del caso señalar que la Corte Suprema de Justicia ha sido enfática en señalar que:

“Es claro, y así lo ha reiterado la jurisprudencia de la Sala
, que si bien el habeas corpus no necesariamente es residual y subsidiario, cuando existe un proceso judicial en trámite no puede utilizarse con ninguna de las siguientes finalidades: i) sustituir los procedimientos judiciales comunes dentro de los cuales deben formularse las peticiones de libertad; ii) reemplazar los recursos ordinarios de reposición y apelación a través de los cuales corresponden impugnarse las decisiones que interfieren el derecho a la libertad personal; iii) desplazar al funcionario judicial competente; y iv) obtener una opinión diversa - a manera de instancia adicional - de la autoridad llamada a resolver lo atinente a la libertad de las personas.”
 

Por estos razonamientos, el Despacho concluye que la decisión proferida por el Tribunal Administrativo de Santander, en cuanto concluyó que al juez constitucional no le es dable abrogarse competencia del juez natural del procesado para decidir sobre su libertad, se ajusta al ordenamiento jurídico.

En mérito de lo expuesto, la suscrita Magistrada del Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Quinta, 

RESUELVE

PRIMERO.- CONFIRMAR la decisión denegatoria de Habeas Corpus planteado por el señor WILLIAN NIETO GUTIÉRREZ, proferida el 1° de marzo de 2016 por el Tribunal Administrativo de Santander. 

SEGUNDO.- NOTIFICAR personalmente esta providencia al solicitante. Comuníquese a los demás interesados por el medio más expedito.
TERCERO.- DEVOLVER el expediente al Tribunal de origen. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Consejera de Estado

� Visible a los folios 21-21vto.


� “Quien estuviese privado de la libertad, y creyere estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial, en todo tiempo, por sí o por interpuesta persona el habeas corpus, el cual debe resolverse en el término de treinta y seis (36) horas”.





� A través de la Sentencia C-187 de 2006 la Corte Constitucional practicó la revisión previa del Proyecto de Ley Estatutaria No. 284/05 Senado y No. 229/04 Cámara, "Por medio de la cual se reglamenta el artículo 30 de la Constitución Política”, de acuerdo con el artículo 153 de la Constitución Política. Allí declaró EXEQUIBLE este artículo "bajo el entendido de que la expresión “por una sola vez” contenida en su texto, significa que el Habeas corpus  se podrá invocar o ejercer por una sola vez respecto de cada hecho o actuación constitutiva de violación de los derechos protegidos mediante el artículo 30 superior".


� Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección Quinta. Auto de 9 de mayo de 2012. Expediente: 730012331000201200251-01. Accionante: Wilson Julián Ospina Gómez. C.P. Alberto Yepes Barreiro. Sobre el particular también pueden consultarse los siguientes pronunciamientos: Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Penal. Sentencia del 27 de septiembre de 2000. Expediente: 14.153. Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Penal. Auto del 16 de octubre de 2008. Expediente: 30.669. M.P. Dr. Jorge Luis Quintero Milanés.


� “ARTICULO 15.En los procesos que conocen los jueces penales de circuito especializados, para que proceda la libertad provisional, los términos previstos en los numerales 4 y 5 del artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0600_2000_pr008.html" \l "365" �365� de este Código se duplicarán. La inobservancia de los términos establecidos en este artículo se considerará falta gravísima y se sancionará con la destitución del cargo.”


� “ARTICULO 21. <Artículo modificado por el artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1142_2007.html" \l "46" �46� de la Ley 1142 de 2007. El nuevo texto es el siguiente:> Las normas incluidas en este capítulo tendrán vigencia hasta que terminen los procesos iniciados por hechos ocurridos en vigencia de esta ley. Las normas de la Ley � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0600_2000.html" \l "1" �600� de 2000, que se opongan a lo dispuesto en este capítulo, quedan suspendidas durante la vigencia del mismo.”


� Según providencia del 11 de febrero de 2016, visible a los folios 2 a 4 del expediente.


� Auto de 21 de abril de 2008, radicación No. 29638.


� Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Penal. Auto del 16 de enero de 2009. Acción de Habeas Corpus 30.166. M.P. Dr. Javier Zapata Ortiz.





